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LA REFORMA CONSTITUCIONAL Y EL DERECHO
A LA INFORMACION EN MEXICO



3.1. ANTECEDENTES

Hasta ahora hemos revisado la conceptualizacién de los fendmenos de
informacién y comunicacién, asi como las funciones que éstos desempefian
en las sociedades actuales, Con este marco pretendemos aproximarnos en
los préximos capitulos al problema especifico del derecho a la informa-
cién. La estrategia que adoptaremos serd la siguiente. Fn el presente
_capitulo estudiaremos los antecedentes y consecuencias de la reforma al
articulo sexto de la Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexi-
canos, misma que establece: “El derecho a la informacién serad garantiza-
do por el Estado.”

El estudio y exposicién de este problema es complejo, sobre todo en
razén de los intereses que afectd, o pretendié afectar, la reforma antes
mencionada. Sefialaremos sus antecedentes inmediatos, asi como el marco
juridico politico en el que se dio. Posteriormente haremos referencia al
problema de su reglamentacién, las audiencias piiblicas sobre este asunto
y el anteproyecto de ley de comunicacién social, elaborado por la Coor-
dinacién General de Comunicacién Social de la Presidencia de la Rept-
blica. Finalmente, haremos breves anotaciones sobre el estado que guar-
da este problema.

La visién panoramica de la discusién en México sobre el derecho a
la informacién nos permitira, en el capitulo siguiente, intentar una apro-
ximacién directa a su concepto, naturaleza y extension.

3.1.1. LA REFORMA POLITICA

A finales de los afios sesenta, el pafs vive la primera de una serie
de crisis. Esta situacién, que es consecuencia del agotamiento del patrén de
acumulacién de capital, la inequitativa reparticién de la riqueza y el desa-
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rrollo econémico conformado a partir de los afios cuarenta, se traduce
a nivel politico y social en la pérdida del consenso del Estado. El movi-
miento de 68 es el parteaguas de esta situacién, que significa el distan-
clamiento entre las clases medias urbanas respecto del Estado. Dis-
tanciamientos semejantes, aunque no tan manifiestos, se dan en el nivel
municipal, obrero y campesino.'*?

El gobierno de Luis Echeverria intent6 recuperar legitimidad a tra-
vés de la llamada apertura democratica y un nuevo modelo de desarrollo
econémico. A pesar de lo limitado de las reformas en lo econdmico, lo
politico y en el &mbito de la comunicacién (que en ningtn caso alteraban
de fondo el sistema), hubo fuertes reacciones de grupos de interés eco-
némico y politico —tales como organizacicnes patronales y cdmaras in-
dustriales— que desembocaron en serios cuestionamientos y “crisis de
confianza” hacia el gobierno. Por otro lado, las crecientes demandas po-
pulares no resueltas cuestionaron la eficacia y capacidad del Estado para
resolver los problemas, y agudizaron la crisis de legitimidad.

La crisis en lo politico se manifesté con toda claridad en las eleccio-
nes de 1976, en que el Estado enfrenté un creciente abstencionismo elec-
toral, resultado del deterioro del sistema. Los datos hablan por si mismos.
De los cuatro partidos registrados, tres (PRI, PPS y PARM) presentan
un tnico candidato a la presidencia. El PAN no presenté candidato y el
Unico que enfrenté a Lépez Portillo, Valentin Campa del PCM, no estaba
registrado. Las cifras electorales revelaron que hubo 53% de abstencio-
nismo; con lo que el PRI vio disminuir su porcentaje proporcional de un
62.2% en 1955 a sélo 35% en 1979.143

Todo lo anterior resulta importante si tomamos en cuenta que, si bien
la pervivencia del régimen no depende de la participacién’ electoral, ésta
es importante por su caracter plebiscitario, mismo que le da al gobierno
capacidad de negociar con la base social.’** La necesidad de reajustar
el sistema era indispensable, y asi fue entendido por el nuevo gobierno
que necesitaba restablecer su poder de negociacién y alianza.

De este modo se lleva a cabo la llamada reforma politica,'* cuyo pro-
yecto fue presentado a principios de 1977 por el entonces secretario de

142 Cfr. Luis Villoro, “La reforma politica”, México hoy, 3a. ed., México, Siglo XXI,
1979, p. 351.

143 Cfr, Federico Reyes Heroles, “El tercer partido”, Unomdsuno, 15-11-82, p. 2.

144 Cfr, Villoro, op. cit. supra, nota 142, p. 352.

145 Sobre este tema existe una amplia bibliografia. Ademas del articulo de Luis
Villoro puede verse: Jorge Carpizo, “La reforma politica mexicana de 1978, Estudios
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Gobernacién Jestis Reyes Heroles. Esta se constituye por una serie de me-
didas basadas en los principios de apertura democratica, pluralismo ideo-
16gico, fortalecimiento de la sociedad civil y reafirmacién de la presencia
estatal en la sociedad.

En suma, la reforma politica respondié tanto a las exigencias de un
reajuste en el sistema politico, como a la necesidad de detener el peligro
de cambio.!*® Lo anterior fue expresado con claridad por el secretario
Reyes Heroles durante un discurso en febrero de 1978, cuando al hablar
sobre lo que pretendia la reforma politica dijo: “Nuestra disyuntiva es
clara: no podemos lisa y llanamente atenernos en la democracia que te-
nemos, o avanzamos en ésta, o retrocedemos.” 147

Una de las medidas, consecuencia de la reforma politica, fue la intro-
duccién del derecho a la informacién, cuya concepcién e importancia em-
picza a vislumbrarse en el Plan Bésico de Gobiernc del PRI del afio
de 1976 que a continuacién analizamos:

3.1.2. EL PLAN BASICO DE GOBIERNO DE LOPEZ PORTILLO

Para 1976, cuando se anuncia la reforma politica, la estructura y le-
gislacién de los medios de comunicacién masiva no permiten la expresion
de las distintas corrientes ideoldgicas del pais. Los emisores de mensaje
son la burocracia politica y fundamentalmente los grupos empresariales
que habian tenido fuertes enfrentamientos con el gobierno del presiden-
te Echeverria. Resulta obvia la contradiccién de esta realidad con la
necesidad de participacién politica de nuevos grupos, por lo que se anun-
ciaron modificaciones en el dmbito de la difusién masiva.'*®

El derecho a la informacién se plantea en 1975'*° en el Plan Basico
de Gobierno para 1976-1982, mismo que establece que:

Constitucionales, México, UNAM, 1880; Ignacio Carrillo Prieto, “Reformas electorales
y reforma politica”, Anuario Juridico IX, México, UNAM, 1982; Javier Patifio Camarena,
Andlisis de la reforma politica, México, UNAM, 1980.

146 Cfr. Villoro, op. cit. supre, nota 1, p. 353.

147 Jestis Reyes Heroles, “Avanzamos en la democracia, perfeccionandola o retro-
cedamos”, discurso que a nombre de los tres Poderes de la Unién pronuncié en el
LXI Aniversario de la Constitucién de 1917. Querétaro, 5 de febrero de 1978, Talleres
Gréaficos de la Nacién. )

148 F4tima Fernandez Christlieb “El derecho a’la informacién y los medios de
difusién masiva”, México, hoy, 3a. ed., México, Siglo XXI, 1979, p. 344.

149 Cabe anotar que la Ley Federal de Radio y Television de 19 de enero de 1960
en su articulo 58 establece el derecho de informacién, aunque sélo lo enuncia sin
precisar su concepto.
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El Derecho a la Informacién constituye una nueva dimensién de la
democracia: es la férmula eficaz para respetar el pluralismo ideclégico,
esto es, la diversidad y riqueza en la expresién de ideas, opiniones y
convicciones.150

Para instrumentar el derecho a la informacién, el PRI propuso en

1975 que:

se realice una revisién a fondo de la funcién social de la informacién
escrita y la que se genera en la radio, televisién y cine, asf como la eva-
luacién de los procedimientos y formas de organizacién de las enti-
dades publicas y privadas que producen, para que refuercen y garan-
ticen la libertad o el derecho de expresion de los profesionales de la
informacién, al mismo tiempo que se fomente también la expresién au-
téntica, la confrontacién de opiniones, criterios y programas entre
los partidos politicos, los sindicatos, las asociaciones de cientificos,
profesionales, de artistas, las agrupaciones sociales y, en general, en-
tre todos los mexicanos.%!

Explicitando sobre la accién piblica en materia de informacién se

expone en el Plan:

En los préximos afios debera orientarse a ensanchar la comunicacién
social con la poblacién, a fin de hacer de esta actividad un auténtico
instrumento de contacto popular y democratico... Un derecho a la
informacién asi concebido evitara, tanto el monopolio mercantilista
como la informacién manipulada y coadyuvara con eficacia para que
el pueblo, prosiguiendo por el camino de la Revolucién Mexicana edi-
fique su integridad en la democracia social.!s? )

El derecho a la informacién aspira, segiin el Plan Bésico, a vincular

la libertad individual y el derecho a la colectividad:

.. la existencia de un verdadero Derecho a la Informacién, enriquece
el conocimiento que los ciudadanos requieren para una mejor parti-
cipacién democrética, para un ordenamiento de la conducta individual
y colectiva del pais conforme a sus aspiraciones. La informacién no
puede concebirse como el ejercicio de una libertad individual aislada,

150 Partido Revolucionario Institucional, Plan bdsico de gobierno 1976-82, México,

1976, p. 12.

151 Idem, p. 13.
152 [bidem.
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ni como medio al servicio de una ideologia, sino como instrumento de
desarrollo politico y social, como una fuerza aseguradora de la inter-
relacién entre las leyes de cambio social y el cambio de las leyes que’
exige nuestra sociedad.153

Junto con lo anterior, durante la campafia politica de Lépez Portillo,
en la “Reunién Nacional sobre Medios de Comunicacién”, celebrada en
La Paz, en junio de 1976, uno de los ponentes, el profesor Miguel Limoén,
expreso que:

.. .la libertad de expresién es correlativa al derecho de los ciudadanos
a ser informados. El derecho a la informacién impone al Estado una
obligacién de hacer, de informar y colocar al alcance de la prensa los
medios para que ésta pueda asumir el deber que es contrapartida de
sus derechos. .. el derecho a la informacién y la libertad de prensa
son finalmente derechos de la sociedad e imponen a todos obliga-
ciones, . ,15¢

Por su parte, y en esa misma reunidén, el candidato del PRI expresé
su opinién sobre la necesidad de:

enfrentar la libertad de expresién con el derecho a la informacién,
que no podemos de ninguna manera adulterar porque uno es derecho
del individuo y el otro es de la sociedad, a la cual se le presentan las
opciones que puede elegir. . . no podemos confundir la libertad de ex-
presion con el derecho a la informacién.15%

Mas adelante formulé, entre otras, las siguientes preguntas:

(Quién y para qué se comunica, quién informa, quién tiene la ra-
zon?. .. ;Cada grupo de interés tiene derecho a informar? ;Qué ocurre
ton quien no dispone de medios para comunicar? ;En qué posicién
queda esa mayoria silenciosa que no puede hacerlo? ;Habla por ellos
el Estado?. .. ;La informacién es un servicio publico?. . .15

Seis meses después, en su discurso de toma de posesién, el entonces
presidente Lépez Portillo dijo:

153 Idem, p. 14,

154 Cfr. Miguel Angel Granados Chapa, “Notas sobre el derecho a la informacién”,
Examen de la Comunicacién en México, México, El1 Caballito, 1981, p. 126.

155 Ibidem.

156 Ibidem.
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Es preciso otorgar vigencia plena al ejercicio de nuestro derecho a la
informacién, donde los medios modernos de comunicacién social tienen
el alto deber de merecer su libertad de expresidn, expresandose con
libertad y haciéndolo con responsabilidad, respeto y oportunidad.l®?

3.2. LA REFORMA AL ARTICULQO 6° CONSTITUCIONAL

3.2.1. EL PROYECTO DE REFORMAS Y EL DICTAMEN DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

En abril de 1977, el gobierno federal convocd a una consulta nacional

para determinar cuil deberia ser el contenido de la reforma politica. En
ella se hizo referencia al derecho a la informacién como un problema
fundamentalmente politico y social. Para comprobarlo baste ver las po-
nencias presentadas por el PAN y el PARM, por o que hace a los parti-
dos, y de Francisco Javier Gaxiola, Antonio Carrillo Flores, Carlos Pe-
reyra, Ivan Zavala y Humberto Lira Mora.!3® Al respecto cabe citar las
palabras dichas por este ultimo ponente:

El respeto a las libertades individuales asegurado por la Constitucién,
debe expresar en su verdadera dimensién democrética al derecho a
la informacién, como una férmula eficaz para respetar el pluralismo
ideolégico, abrogando la tesis exclusivamente mercautilista de los me-
dios de comunicacién que le idéntifican como equivalente a la libertad
de expresién. El Estado mexicano, .. .debe estimar como parte funda-
mental de la reforma politica, la reforma de los medios y establecer
constitucionalmente, al lado de la libertad de expresién, que es una
garantia individual, que deberd permanecer inalterada, la garantia
social de la informacién, esto es, invertir el modelo conforme al cual
se norman las comunicaciones masivas en los medios electrénicos, cast
siempre en funcién de los intereses particulares de quienes hacen uso
de ellos, por el modelo de la preeminencia del interés social .3

En octubre de 1977 el presidente remitié a la Camara de Diputados

el proyecto de reformas constitucionales que conformarian el marco ju-
ridico de la reforma politica. El proyecto incluia reformas a 17 articu-
los de la Constitucién Politica de México. La reforma al articulo 6% cons-

157 Idem, p. 127.
158 Comisién Federal Electoral, Reforma Politica, México, tomo I, 1978.
159 Cit. por Granados Chapa, op. cit. supra, nota 154, p. 128,
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taba de la adicién de diez palabras a su parte final, que expresaban:
“...el Derecho a la Informacién seri garantizado por el Estado.”

De la exposicién de motivos se desprende que la finalidad inmediata
de esta adicién era facilitar a los partidos politicos el acceso a los me-
dios de comunicacién, bajo la garantia del Estado.

También se hace necesario garantizar en forma equitativa a los par-
tidos politicos nacionales la disposicién de los medios que les permitan
difundir con amplitud sus principios, tesis, programas, asi como los
analisis y opiniones que formulen respecto de los problemas de la so-
ciedad. Para este fin se estima conveniente estzblecer como prerro-
gativa de los partidos politicos su acceso permanente a la radio y la
televisién, sin restringirlo a los periodos electorales.

Esta prerrogativa de los partidos tiene el propdsito de dar vigencia
en forma mas efectiva al derecho a la informacién, que mediante esta
iniciativa se incorpora al articulo 6°...160

Por su parte, al articulo 41 de la Constitucién se le agregé, entre
otres, un parrafo que dice: “Lios partidos politicos tendrén derecho al uso
en forma permanente de los medios de comunicacién social, de acuerdo
con las formas y procedimientos que establezea la ley.”

Consecuente con lo anterior, la Ley Federal de Organizaciones Poli-
ticas y Procesos Electorales, publicada el 30 de diciembre de 1977, in-
cluyé entre las prerrogativas de los partidos politicos, la de tener acceso
permanente a los medios de comunicacién y la forma en que esto se lle-
varia a cabo.l% )

De lo anterior se desprende que el marco en el que se efectila la re-
forma al mencionado articulo 6° es la reforma politica. Ahora bien, y
en razén a la circunstancia anterior, surge la duda de si sélo se pretendid
facilitar el acceso de los partidos politicos a los medios de comunicacion,
o se intenté consagrar a favor de todos los individuos un nuevo derecho.

Todo parece indicar que la iniciativa sélo pretendié garantizar el ac-
ceso de los partidos politicos a los medios de comunicacién. Para lo ante-
rior hubiera sido suficiente el parrafo que se le afadié al articulo 41. Sin

160 “Exposicién de motivos al Proyecto de Reformas a la Constitucién”, Reforma
Politica, México, CFE, tomo III, 1978, p. 12. .

161 Véanse los articulos 42-V, 48, 49, 82, 189 y 204 de 1a Ley Federal de Organizaciones
Politicas y Procesos Electorales. s
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embargo, el hecho de haber adicionado el articulo 6° dio lugur a pensar
que se estaba consagrando una nueva garantia,

El primer hecho que favorecié esta idea fue el dictamen que recayé
sobre la iniciativa de reformas y adiciones, pues al referirse a la justifi-
caciéon de la adicién al articulo 69 entendié que se estaba consagrando
una nueva garantia constitucional.

En efecto, la parte relativa del dictamen de las comisiones unidas de
estudios legislativos y primera de puntos constitucionales de 1z Camara
de Diputados, después de referirse a los antecedentes del articulo 69,
sostiene:

. . .es vélido concluir que siempre fue propoésito de los legisladores me-
xicanos preservar como libertad politica la libre manifestacion de las
ideas desde el punto de vista de quien las emite, sin considerar el dere-
cho de quien las recibe para no ser victima de lo que actualmente
conocemos como manipulacién informativa.1%2

M4és adelante continta diciendo que, si no se disfruta de un grado
aceptable de cultura general educacién politica y posibilidad de consulta
vy comprobacion en las fuentes emisoras, la informacién cae en el am-
bito de la deformacién y, como “.. las condiciones apuntadas estan muy
lejos de pertenecer al comtn, surge la necesidad de instituir el derecho
a la informacién como una garantia social”.

En seguida precisa:

Lo escueto de la expresién. . . el derecho de la informacién sera garan-
tizado por el Estado, puede originar la critica de que no precisa lo que
debe entenderse por “derecho a la informacién”, ni a quién correspon-
de su titularidad, ni los medios legales que hara valer el Estado para
hacerlo respetar. No debe olvidarse sin embargo, que “la caracteristica
de la Constitucién debe ser su méxima brevedad posible”; y que, en ri-
gor juridico, sélo le corresponde el enunciado y principio de las normas
imperativas cuyas formas de operatividad seran objeto'y materia de
la ley reglamentaria respectiva.l®

Como se ve, el dictamen entiende el derecho a la informacién como

una garantia social y, escudado en el argumento de la necesaria breve-
dad de la Constitucién, no precisé qué debia entenderse por este nuevo

162 Cfr. Reforma Politica, op. cit. supra, nota 160, p. 15.
163 Idem, pp. 46 y ss.
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derecho; sin embargo, expresa que la forma de hacerlo operativo serd
a través de una ley reglamentaria. En realidad, no se atrevieron a mo-
dificar e ltexto enviado por el presidente y se pensd en un reglamento
para determinar los sujetos, objeto y materia de este derecho.

El segundo hecho que reforzé la idea de que se incluia un nuevo de-
recho fue que, durante los debates del dictamen en la Camara, varios
diputados trataron de profundizar en la naturaleza y alcance del dere-
cho a la informacién, asi como en la necesidad de reglamentarlo.

En este sentido las intervenciones de los diputados Ramén Garecilita
Partida, Jorge Garabito Martinez, Augusto César Tapia Quijada, Euge-
nio Soto Sanchez y Eduardo Andrade Sanchez, durante la discusién en
lo general de la iniciativa de reformas.’® Representativa de estas inter-
venciones fue la del diputado Andrade, quien al hablar de la materia que
nos ocupa dijo:

...El derecho a la informacién que se consagra, viene a completar,
viene a continuar, a modernizar el texto relativo a la libertad indivi-
dual de expresién; no confundamos los conceptos como atinadamente
lo dice el dictamen, la libertad individual de expresién es un derecho
plblico subjetivo, el derecho a la informacién que se introduce es un
derecho publico colectivo, ambos coinciden en el precepto constitu-
cional, pero son de una naturaleza que difiere en aspectos substancia-
les; no se introduce una garantia junto, entiéndase bien, junto, no
frente a la libertad de expresién, se establece el derecho a la. infor-
macioén. . . La libertad individual de expresién se establece y se esgri-
me frente al Estado para hacer posible la disidencia, el derecho a la
informaegién se exige a través del Estado para hacer posible la demo-
cracia.l®

Por su parte, el diputado Garabito dijo: “El articulo 6° va a garan-
tizar los derechos de la sociedad, pero también los del individuo.” 166

Durante la discusién en particular del dictamen, en su parte relativa
al derecho a la informacién, los diferentes oradores insistieron en que
se trataba de una nueva garantia social, junto a la de los articulos 27
v 123. Asi, la diputada Marcela Lombardo dijo: “La necesidad de ins-
tituir el derecho a la informacién como una garantia social, ha nacido
de las grandes y graves deficiencias y deformaciones gue hasta hoy se han
mantenido en los medios de difusién masiva. . .” 167

164 Ibidem.

165 Idem, pp. 46 y 47.

166 Idem, p. 49.
167 Jdem, p. 63.
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ContintGa diciendo que si bien las normas constitucionales deben ser
breves también deben ser precisas, y propone que la reforma fuera del
siguiente modo: “Art. 6.. ; el derecho a la informacién serd garantizado
por el Estado, oportunamente, en toda circunstancia y sin cortapisas.’” 163

Por su parte, el diputado Manuel Viilafuerte Mijangos dijo: “La ini-
ciativa del sefior Presidente de la Republica, que contiene una adicién
al articulo 6° de nuestra Constitucién, viene, precisamente, a enriquecer
el acervo de nuestras garantias sociales.” % Afiadi6 mas adelante: “La
informacién es un bien del pueblo, no es una mercancia; en consecuen-
cia, debemos reconocer que este derecho debe consignarse en la Carta
Magna en forma irrestricta sin modalidad alguna...” 170

El diputado Satl Castorena Monterrubio sostuvo:

El derecho a la informacién tiene una gran oportunidad para que todo
el pueblo, en todos sus sectores, en todos sus niveles, tenga acceso a la
cultura, a los conocimientos en el arte, en la literatura, en las ciencias,
en la politica. Esto, de una u otra forma, permite una participacién de
los ciudadanos mexicanos informados en los problemas nacionales.!™

Finalmente, en una importante y ejemplar exposicién, el diputado
Carlos Ortiz Tejeda analiza en una forma muy amplia y completa el pro-
blema de la informacién. En la parte final de su intervencién sefalé:

Sefiores diputados, vamos a inscribir el derecho social de la informa-
cién al mas alto rango juridico, hagamoslo también con la mayor fuer-
za politica posible: con el voto unanime de esta scbherania, con el res-
paldo absoluto de la representacién popular.

Ayer el diputado Garcia Partida afirmé que la Constitucién es sélo
principio, por eso, a nosotros toca, a cada partido, seglin sus especi-
ficas concepciones ideolégicas y estrategias particulares, procurar la
reglamentacion pertinente, la operacionalizacién de los conceptos ge-
nerales que la Constitucién establece. A nosotros toca continuar la
obra legislativa para conseguir que esta garantia social se constituya
en un derecho incluyente del ciudadano que le permita participar
activamente en la creacidén de la informacién. Transformar un status
funesto de interlocutor silente y convertirlo en participante vivo y
responsable del proceso comunicacional. A partir de este principio,

168 Idem, p. 64.
169 Ibidem.

170 Idem, p. 65.
171 Idem, p. 66.
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nos corresponde conseguir el acceso real y efectivo del pueblo a los
sistemas de comunicacion social. ., 1%2 .

Después de esta intervencién la Camara de Diputados aprobé por
unanimidad de 218 votos la reforma al articulo 2° del Proyecto de Re-
formas a la Constitucién, quedando el articulo 6° de la Constitucién del
siguiente modo:

La manifestacién de las ideas no puede ser objeto de ninguna ingqui-

sicién judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque la moral,

los derechos a terceros, provoque algin crimen o delito o perturbe

Els or(;:len publico. El derecho a la informacién serd garantizado por el
tado.

3.2.2. LA REACCION DE LA OPINION PUBLICA

La adicién al articulo 69 constitucional provocd la reaccién de la
opinién publica. Parecia l6gico que para llevar a cabo el derecho a la in-
formacién serfa necesaria una reglamentacién que seguramente traeria
modificaciones en las estructuras de la comucacién. Esto afecté intereses
econdmicos y politicos muy importantes. Por otro lado, existié una gran
confusién en cuanto a los posibles alcances de una reglamentacion.’™
Esta confusién favorecié sobremanera los intereses que pretendian man-
tener el mismo estado de cosas. :

Por su parte, el gobierno hacia esfuerzos por legitimar y explicar
su proyecto. El 4 de enero de 1978, el presidente Lépez Portillo sostuvo
que el derecho a la informacién, no obstante su vinculacién a la reforma
politica y su primera aplicacién en la LOPPE, no se agotaba ni debia
agotarse en la politica. Advirti6 ademés que:

.. .si no garantizamos el derecho a informar y el derecho a ser informa-
dos, corremos el riesgo de empobrecer relativamente nuestra vida de
relacién. . . Pobre es la libertad si carece de medios para ejercitarse
Enriquecer la libertad, poniendo a su alcance los medios de su expre-
sién, es el derecho social a la informacién: derecho a informar y a ser

informado. . ™

172 Idem, p. T2.
173 Véase Gerardo Dorantes, et al. (compiladores), Prensa y derecho a la informa-

cion, México, UNAM, 1980, pp. 209 a 223, que abarcan el afio de 1978. Son especialmente
interesantes los articulos de José Cabrera Parra que hace uno de los primercs intentos
en la prensa por entender el alcance del derecho a la informacién, Estos fueron publi-
cados en Excélsior del 5 al 8 de enero de 1979.

174 Cfr. Granados Chapa, op. cit. supra, nota 154, p. 131.
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El 7 de junio de 1978, durante la celebracién del “Dia de la Libertad
de Prensa”, el presidente de la Republica insistié en hablar de: “uno de
los derechos fundamentales de la sociedad, ya no del individuo, que tiene
su propia garantia: el derecho de la sociedad a ser informada y a in-
formar.” 1% ,

En agosto de 1978, e] PRI dedicé el punto 32 de su programa de accion
al derecho a la informacién. En su segundo informe de gobierno, el pri-
mero de septiembre de 1978, el presidente Lépez Portillo anuncié que
enviaria al Congreso un proyecto de “Ley de garantias al derecho a la
informacién”, que desarrollaria y concretaria el contenido de la parte
final del articulo 69 constitucional.

Por su caracter de orden puiblico, sus preceptos seran el marco nor-
mativo al que deberan sujetarse las disposiciones existentes que regu-
lan 1a actividad de los medios de comunicacién social y constituiran
la base de otras regulaciones especificas sobre la materia.

En esta iniciativa de ley se define al derecho a la informacién como
un derecho social para asegurarle a la colectividad una informacién
objetiva, plural y oportuna. Nuestro orden juridico deberd hacer de
la informacién una fuerza democratica, en cuyo ejercicio participen
las diversas corrientes de opinién y pensamiento, las agrupaciones y los
individuos.

El derecho a la informacién complementa la libertad de expresién
que, al ser cabal, sustenta una vigorosa opinién phblica apropiada al
cambio y a las transformaciones sociales.1?®

Un mes después, al comenzar octubre de 1978, el secretario de Go-
bernacién, Jests Reyes Heroles, expres6 a los miembros de la Camara
Nacional de la Industria de Radio y Televisién algunas nociones sobre
el contenido de esa ley de garantias. Anuncid que se trataba de una “ley-
marco”, que no sustituiria sino complementaria las que sobre la materia
estaban en vigor. Reiter que el de la informacién era un derecho social.
Determing, asimismo, que los sujetos del derecho son los individuos,
que los deberes corren a cargo de quienes poseen y operan medios de co-
municacién social. Adelanté que diversas clases de informacién —noti-
cia, opinién, ciencia— recibirfan tratamientos diversos.!™

Después de esas declaraciones, comenzaron con fuerza, si bien todavia

175 [bidem.
176 Jdem, pp. 132 y s.
177 Jdem, p. 133.



EL DERECHO A LA INFORMACION 83

no de manera publica, presiones para que la reglamentacién no se llevara
a cabo. Quiz4 por esta razén y para conseguir legitimacién social a su
proyecto,’™® el Ejecutivo federal envié una carta al secretario de Go-
bernacién para que convocara a la brevedad a audiencias en torno al
derecho a la informacidén cuya reglamentacién, expresé el mismo presi-
dente, deberia buscar un equilibrio entre la libertad de expresion y el
derecho a la informacidén, como garantias individual y social respecti-
vamente.

El 19 de diciembre de 1978 la Comisién Federal Electoral acordé
convocar a tales audiencias; sin embargo, la convocatoria expedida no
estipulé fecha para la celebracién de éstas. Fue entonces cuando comen-
zaron a darse con mayor fuerza las presiones para que no sucediera
nada. En efecto, a principios de enero de 1979 se dieron debates privados
y publicos, estos tGltimos sobre todo en los periédicos Excélsior y El
Heraldo ' que consideraban opresivo normar la informacién o encasi-
llar la libertad de expresién. Tal parece que esta situacién impidié la
realizacién de la consulta, ya que la CFE guardé silencio sobre el par-
ticular.

Entre enero y diciembre de 1979 se publicaron en la prensa un buen
nimero de articulos que trataron el problema de la reglamentacién. En
éstos encontramos ya las diversas posiciones que se expresaran mas tarde
en las audiencias publicas; habia quienes consideraban negativo regla-
mentar la informacién y quienes pensaban que ello era indispensable.’®

3.3. EL PROBLEMA DE LA REGLAMENTACION

3.3.1. LAS AUDIENCIAS PUBLICAS. TIPOLOGIA Y ANALISIS

.

Después del tercer informe de gobierno de Lépez Portillo, ante una
nueva legislatura, el diputado Luis M. Farias, lider de la mayoria par-
lamentaria, propuso que la Comisién de Gobernacién y Puntos Consti-

5

178 Idem, p. 134. o

179 Véanse los articulos de Miguel Alemén, “Opresivo, normar la informacion ,.Ex'
célsior, 9-1-79; Regino Diaz Redondo, “Es error encasillar la libertad de expresion”,
Excélsior, 10-1-79; Gabriel Alarcén, “Derecho a informacién o mordaza”, El Heraldo,
10-I-79. Estan compilados en Dorantes et al., op. cit. supra, nota 173, pp. 223 a 226.

180 Véase Dorantes, op. cit. supra, nota 172, pp. 222 a 293.
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tucionales convocara a audiencias publicas donde se escucharia la opinién
de los representantes de los- medios de comunicacién, organismos politi-
cos, colegios de profesionales, etcétera, a fin de “elaborar en su opor-
tunidad la ley reglamentaria de la parte final del articulo 62 de la Cons-
titucién”. En su intervencién el lider expresd: “Debemos reconocer que
ha quedado (el derecho a la informacién) no sélo sin reglamentacién, sino
sin definicién, . .” 181

La convocatoria a las audiencias no dejé de sorprender, sobre todo
si consideramos que hubo una anterior que no se llevd a cabo. Todo pa-
rece indicar que la convocatoria fue ordenada por el presidente Lépez
Portillo al diputado Farfas, quien adopt6 respecto a este problema, tal
como lo veremos més adelante, una actitud ambivalente que en el fondo
implicé su oposicién a la reglamentacién. Por otro lado, hay que recordar
que habia un nuevo secretario de Gobernacién, el profesor Olivares San-
tana, quien sustituyd a Reyes Heroles, autor intelectual de la reforma
politica.

Lia convocatoria fue publicada el 18 de noviembre de 1979; las au-
diencias se llevaron a cabo del 21 de febrero de 1980 al 6 de agosto del
mismo afio, en el marco de la LI legislatura. En total, se celebraron
20 audiencias ptublicas en las que se presentaron 135 ponencias. Las au-
diencias fueron distribuidas en seis regionales, que se llevaron a cabo en
las ciudades de San Luis Potosi, Guadalajara, Jalapa, Hermosillo, Mon-
terrey y Mérida, v 14 en el Distrito Federal.

El conjunto de las ponencias fueron publicadas en una edicién domés-
tica de circulacién limitada y nunca fueron dadas a la publicidad, por
lo que es muy dificil su estudio. Nosotros, con base en un excelente
trabajo realizado por la licenciada Maria Eugenia Chaoul, haremos un
breve andlisis de éstas.!%?

La tipologia que se presenta consta de dos partes: una clasificacién
de posiciones y otra de sectores. Esta clasificacién permite, mediante la
conjuncién de ambas, obtener la posicién central que mantiene cada
sector.

En la primera parte de la tipologia se hace una clasificacién de las

131 Esta intervencién es muy importante, pues es significativa de lo que, desde la
perspectiva del gobierno, se entendia por derecho a la informacién y lo que se buscaba
con la reglamentacion. Puede leerse completa en Dorantes, op. cit. supra, nota 173, p. 298.

182 Cfr. Maria Eugenia Chaoul Pereyra, El derecho a la informacion en México,
Meéxico, Instituto Tecnolégico Auténomo de México, Departamento de Ciencias Sociales,
1982. (Tesis Profesional de Licenciatura.)
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posiciones en favor, en contra y ambiguas o condicionadas con respecto
a la reglamentacién. Este primer acercamiento trata de homogeneizar
los conceptos mas generalizados. Los problemas que esto presenta son
dificiles, dada la heterogeneidad de contenido y argumentos presenta-
dos. Debemos anotar que el tercer criterio es el mas heterogéneo por
la variedad de los argumentos.

La segunda parte de la tipologia corresponde a la clasificacién de los
ponentes, segin los sectores que representan. Para este efecto se ha
dividido a los distintos grupos de interés en:

a) Sector informativo, compuesto por representantes de television,
radio y prensas nacional y regional.

b) Sector de partidos politicos, compuesto por los partidos de opo-
sicidn.

c) Sector de la opinién publica, compuesto por sindicatos, asociacio-
nes profesionales, instituciones educativas y universidades.

d) Sector gubernamental compuesto por el partido oficial y por
dependencias gubernamentales federales y estatales.

De la yuxtaposicién de los dos cuadros resulta qué tema preocupa
en especial a cada sector, y la estrategia que cada grupo mantuvo res-
pecto de la reglamentacién.

Todas las ponencias fueron fichadas y analizadas con objeto de homo-
geneizar los conceptos claves.'®® A continuacién presentamos los argu-
mentos y en seguida los cuadros. Al final la estrategia de cada sector.

3.3.1.1. Las posiciones

I. Ponencias favorables al derecho a la informacién

Del anilisis de estas ponencias se extrajeron los criterios generales
que se englobaron en seis temas principales:

183 Debe seflalarse que no todas las ponencias fueron de igual calidad. Hay ejem-
plos de estudios serios y planteamientos profundos, tales como la presentada por la Aso-
ciacién Mexicana de Investigadores de la Comunicacién, y la de Miguel Angel Granados
Chapa. Otras son muestra de irresponsabilidad y de las peores muestras de la politica
mexicana.
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A. Monopolio de la informacién

Argumento:

El derecho a la informacién debe reglamentarse para acabar con el
coloniaje cultural, las actividades de las agencias internacionales de la
informacién y eliminar capitales extranjeros en los medios de difusién.
Debe evitarse que la informacién sea manipulada por grupos de interés
y lograr la democratizacion de los medios, Se trata de impedir que la
formacion de la opinién publica esté en manos de un grupo empresarial
que sblo responde a sus intereses.

Proposiciones:

a) Llevar a cabo acciones antimonopdlicas; fomento a la propiedad
social a través de cooperativas en los medios de comunicacién social.

b) Que la reglamentacién elimine la participacién encubierta de ca-
pitales extranjeros en los medios y se regule la actividad de las agencias
internacionales de prensa.

B. Reforma politica

Argumento:

Es necesario reglamentar el derecho a la informacién como una pro-
longacién de la reforma politica. Lo anterior para lograr el paso de una
democracia formal a una real en la que no sélo los partidos, sino todo
grupo social —gremio, sindicato, asociacién— tenga acceso a los medios
de difusién masiva.

Proposiciones:

L]

a) Que la radio y la televisién permitan mayor participacién de los
partidos politicos y organizaciones sociales, para fomentar la pluralidad
y democratizacién de los medios.

b) Si la reforma politica busca redistribuir las posibilidades de ac-
ceso al poder politico para alentar la participacién ciudadana, tiene que
contar para ello con los medios de comunicacién social manejados en el
sentido correspendiente al cambio.
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C. Informacién y Estado

Argumento:

Es necesario normar para que el Estado sea el principal informador;
éste no debe controlar la informacién, sin garantizar el libre acceso a los
medios de difusién; su funcién es adecuar el funcionamiento de los me-
dios concesionados, aun eliminando las concesiones.

Proposiciones:

a) Los organismos publicos y funcionarios tendran la obligaciéon de
informar sobre asuntos de interés general.

b) El Estado retirard las concesiones a particulares. La radio y la
television deben ser nacionalizadas o federalizadas (sic).

¢) La informacién gubernamental estard siempre a disposicién de
los particulares.

D. Libertad de expresién. Naturaleza del derecho e la informacion

Argumento:

La reglamentacién no significa un peligro a la libertad de expresién.
Reglamentar el derecho a la informacién no es limitarla, censurarla o
destruirla, sino complementarla. El derecho a la informacién es una ga-
rantia social cuyo titular es la sociedad entera y cuyos obligados son el
Estado y los particulares. Es una garantia constitucional que protege la
libertad de los individuos y la seguridad de los informados. El derecho
a la informacidn garantiza a los ciudadanos y sus organizaciones la posi-
bilidad de informar y expresarse.

Proposiciones:

Se deben regular las actividades relativas al derecho a la informacion
garantizando la libertad de expresién e informacién, sin mas limitacio-
nes que la moral, la ley penal, el orden piklico y la seguridad del Estado.
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E. Prensa

Argumentos:

Con la reglamentacién del derecho a la informacion se debe concebir
la libertad de prensa como la libertad para transmitir la verdad sin con-
diciones o limitaciones econdmicas o estatales, garantizar el respeto a la
dignidad del individuo, devolver a la prensa escrita la credibilidad de an-
tafio y crear un estatuto profesional.

Proposiciones:

Crear un Colegio Nacional de Periodistas, integrar la federalizacién de
periodistas, expedir un cédigo de ética, profesionalizar la carrera, crear
un salario minimo.

F. Criterios de reglamentacién

Argumentos:

La reglamentacién debe hacerse apegada al derecho, respetar las li-
bertades —expresién, imprenta, informacién— y la democracia, lograr
que la informacién sea veraz, oportuna y comprometida con los valores
de la sociedad de nuestro tiempo.

Proposiciones:

a) Definir los sujetos del derecho.

b) Compilar en un solo cuerpo normativo todas y cada una de las
leyes y reglamentos existentes en torno a la comunicacién.

¢) Revisar la Ley de Imprenta, que es inoperante.

d) Organizar la reglamentacién en torno a los derechos del individuo,
de la sociedad global y las sociedades intermedias.

En este apartado podemos incluir una serie de temas favorables a la
reglamentacién, pero con aspectos particulares. Estos son:

— Derecho a la informacién como reivindicacidn social.

— Derecho a la informacién de los consumidores.

— Derecho a la informacién como informatica.

— Derecho a la informacién para usuarios de bibliotecas y centros de in-
formacién.
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3.3.1.2. Los ponentes
II. Posiciones en contra de lg reglamentacién
A. Monopolizacién estatal de la informacién

Argumentos:

Se sefiala la posibilidad de un control totalitario por parte del Estado
sobre los medios de comunicacién; se sostiene que la reglamentacién
promovera una estandarizacidn, jerarquizacién y manipulacién de la in-
formacién por parte del Estado. Reglamentar el derecho a la informa-
cién es un paso hacia el establecimiento de un Estado totalitario, posee-
dor del monopolio periodistico. La reglamentacién seria contraria al
pluralismo ideolégico y la reforma politica, pues busca imponer la dicta~
dura informativa.

Proposiciones:

Debe considerarse que el derecho a la informacién es patrimonio y
responsabilidad de todos. No necesita ser reglamentado.

B. Libertad de expresién y de prensa

Argumentos:

La reglamentacién busca limitar la accién del periodismo limitando
la libertad de expresién. Se entorpeceria la democracia que vive el pais.
Es lesivo al sistema constitucional intentar la reglamentacién.

Proposiciones:

"a) Que no se altere la libertad de expresién, legado histdrico de la
Constitucién de 1917.

b) Que se reconozca al periodismo como profesién, y que las limita-
ciones a la libertad de expresién partan de la conciencia del periodista.
Se debe estimular la capacitacién profesional.
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C. Inoperabilidad de la reglamentacién. Naturaleza del derecho

Argumentos:

El Congreso no tiene facultad para dictar leyes reglamentarias de ga-
rantias individuales. La reglamentacion va contra el principio constitu-
cional que prohibe la previa censura.

El derecho a la informacion es un derecho natural, cuya existencia no
depende de ningin legislador. El derecho a la informacién es un derecho
subjetivo publico individual, inherente a la persona humana, no necesita
de la declaracién constitucional expresa.

Proposiciones:

Reformas a las leyes de radio, televisién y cinematografia, sin ningu-
na reglamentacidn al texto constitucional.

D. Leyes existentes

Argumentos:

Existen leyes que aseguran y garantizan el ejercicio de la libertad de
expresion, asi como leyes especificas que norman los medios con rigidez
y aun exceso. La legislacién actual es suficiente.

Proposiciones:

Que se adecuen y/o cumplan las normas vigentes.

E. Otros temas

Las caracteristicas del sistema politico mexicano determinan que el
derecho a la informacién no pueda llevarse adelante.
1. Posiciones ambiguas o condicionadas

A. Papel del Estado

Argumento:

El Estado es la mayor fuente de informacidén. La transmisién de in-
formacién es obligacién del Estado. Este no debe controlar la informa-
cién ni atentar contra el sector que integra los medios informativos,
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Proposiciones:

a) El Estado debe definir una politica de comunicacién e infor-
macioén.

b) Deben normarse las relaciones entre el Estado y las empresas in-
formativas particulares.

¢) Deben determinarse las obligaciones del Estado para hacer efi-
caces los derechos de los medios de informacién y los del puablico, ga-
rantizando una informacién veraz, oportuna y continua.

B. Perspectivas del derecho a la informacién

Argumentos:

. El derecho a la informacién es un gran avance democratico pero in-
suficiente si no se combina con otras politicas. La reglamentacién debe
contemplar mayores libertades del individuo con respecto a los medios.
La situacién del pais no cambia con una simple legislacién, es necesario
modificar la correlacién de fuerzas para llevar a cabo una verdadera de-
mocratizaciéon de los medios.

Proposiciones:

a) Mientras no se supere el monopolio informativo, econémico e ideo-
légico todo reglamento serd inoperante.

b) Debe contemplarse la libertad de acceso a la informacién, de uti-
lizacién de los medios, de transmisién, de contratacién de servicios infor-
mativos y la libertad de confrontacién.

¢) Debe tenerse en cuenta el articulo tercero constitucional en una
posible reglamentacién.

C. Vida privada y libertad de expresién

Argumentos:

La reglamentacién no debe atentar contra la libertad de expresion y
debe contemplar la dignidad del individuo y la vida privada frente a los
medios de difusidn.
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Proposiciones:

a) El derecho a la informacién debe ser pensado como ampliacién
juridica de la libertad individual, pero evitando el abuso de su ejercicio
y su inoperancia por carencia de precision.

b) Es suficiente actualizar la Ley de Imprenta incorporandole el
nuevo derecho social.

c) Es necesario reglamentar el derecho pero sin coartar la libertad.
Hay que buscar el equilibrio que concilie los aspectos individuales con
los sociales.

D. Otros temas

— El término es ambiguo. Es necesario definirlo para tratarlo con ob-
jetividad.

— Debe crearse un registro o colegio nacional de periodistas para acabar
con la irresponsabilidad con que se ejerce.

— No es necesaria una reglamentacion especifica, basta con adicionar los
articulos 6° y 7° constitucionales.

— Se debe expedir un estatuto de comunicacién social que contenga las
leyes de radio, televisién, prensa y cinematografia.

— Debe romperse la comercializacién impulsando la radio y la televisién
noticiosas.

— La legislacién debe contener los valores de libertad y justicia.

3.3.1.3. La estrategia de cada sector
Sector informativo

El conjunto de este sector, compuesto por radio, prensa y televisién,
se manifesté con un 31% a favor, 36% en contra y 33% ambiguo respec-
to de la reglamentacién. Las ponencias fueron presentadas por ocho agen-
cias informativas, siete de Televisa y 40 de la prensa.

El sector de radio y televisién, representado fundamentalmente por el
grupo Televisa, manejé como argumento en contra la posibilidad de un
control totalitario de la informacién por parte del Estado, asi como la ex-
cesiva reglamentacién que existe actualmente sobre los medios de comu-



Grupo

y sector Ponentes Institucion Posicién Aud. Lugar Fecha
Sector {umberto Barbosa Lépez TELEVISA (Direccién Juri- En contra VIL D.F. 100480
informativo dica de Asuntos Locales)

Gscar Gutiérrez TELEVISA En contra VIII D.F. 170480
Ezequiel Padilla Coutelenc TELEVISA (Vicepresidente IEn contra IX Guad. 240480
de Cornunicacién Social)
Donesor Guerrero TELEVISA (Director Juridi- En contra XTI D.F. 220580
1) Radio y co, Asuntos Contractuales)
television Pablo Garcia Sainz TELEVISA En contra XV D.F. 100680
I"élix Cortés Camarillo TELEVISA (Subdirector de Ambigua XVI  Mérida 250680
Noticieros)
Miguel Aleman Velasco TELEVISA (Vicepresidente) Ambigua XX D.F, 060880
Mario Bauche Garciadiego Televisién Tapatia A favor X Guad. 240680
Candido Fajardo Collazo Noticieros “En resumen”, En contra IX Guad. 240680
. : Guadalajara, Jal. -
Redrigo Rubio Bartell Grupo Sipse (Radio y TV) En contra XVI Meérida 250680
Fernando Sarlat Sarlat Noticiero “Panorama’”, de Mé- A favor XVI Meérida 250680
rida, Yuec.
Gustavo Muhoz Pallas Woticiero “Entre nosotros” A favor XV1 Meérida 2506820
Josd Luis Parga Ovalle “Notimex”, de Monterrey En contra XIX Monterrey 210780
Ana Ma. Aguirre de Marquez OQrganizacién Radio Centro En contra VI D.F. 270380
Teodoro Renteria Grupo Asir En contra Vi D.F. 270380
Total:
15 ponentes A favor 21% En contra 60% Ambigua 13%
Sector José Castellanos Kl Heraldo de México Ambigua I D.F 210280
wmformativo  Amado Escobar Sosa Ovaciones ’ A favor XI1 DF 220580
Alfonso Fernandez de C. Lq Prensa Ambigua II DF 280280
Manuel Magana Contreras El Sol de Mérxico En contra X1 DF 150580
2) Prensa Miguel A. Granados Chapa Unomdsuno A favor 11 D.F. 220280 .
@) Nacional Genaro M, Gonzalez Diario de México Ambigua 11T D.F. 060380
Alfonso Yéahnez E1 Dia Ambigua A% D.F. 200380
José Zaidén Bl Universal A favor X Jalapa 070580
Armando Rojas Arévalo Diario de México Ambigua XV D.F. 190680
Socorro Diaz El Die Ambigua XVII D.F 160780
. Pablo Alecjandro Cabafias Critica Politica Ambigua 1I DF 280280
Total:
11 ponentes A faver 27% En contra 9% Ambigua 64%




Grupo

y sector Ponentes Institucion Posicion Aud. Lugar Fecha
Sector Juan José Rodriguez El Heraldo, de S.L.P. A favor v S.L.P. 130380
mformativo  Eduardo Briones El Mowmento, de S.L.P. y Za- En contra v S.I.P. 130380

catecas
Antonio Pérez Cisneros El Maya, de Yucatén Ambigua X Guad. 240480
Alejandro Sandoval Alvarez  La Vog, de Michoacan Ambigua IX Guad. 240480
Rogelio Nfez Escobedo I Sol, de Tepic Ambigua IX Guad. 240480
Manuel Sanchez Potén La Opinicn, de Puebla En contra X Jalapa 070580
Alfonso Valencia Rios E1 Dictamen, de Veracruz En contra X Jalapa 070580
Jaccbo Amaro Romero La Prensa, de Tlaxcala En contra X Jalapa 070580
Lucina Gonzalez E1l Mundo, de Jalapa Ambigua X Jalapa 070580
Lorenzo Galvin Imugen, de La Paz En contra XIV  Hermo. 100680
José Alberto Healy El Imparcial, de Sonora En contra X1V Hermo. 100680
Sergio Gémez Silva El Mezicano, de Tijuana Ambigua XIv Hermo. 100680
Everardo Tapia El Sonorense A favor X1V Hermo. 100680
Raymundo Gonzéalez Ibarra Quintana Roo Grdfico A favor XVI Mérida 250680
Pedro Hernandez Sanchez Presente, de Tabasco A favor XVI Mérida 250680
Julio Valdés Vilchis El Sol, de Chilpancingo A favor XVI1 Meérida 250680
2} Prensa Leopoldo Peniche Vallado Diario del Sureste | A favor XVI Mérida 250680
b) Regional Fernando Alcald Bates Avance, de Tab. y Gro. En contra XVI Mérida 250680
Jorge Méndez Torres Novedades, de Yycatdn In contra XVI  Meérida 250680
Leopoldo Groglio Diario del Sureste A favor XVI ~ Mérida 250680
Salvador Espindola rensa del Gob., de Camp. Ambigua XVI  Mérida 250680
Francisco Javier Otero Diario de Yucatdn y revista A favor XVI Mérida 250680
Avance
Lais Diaz Lépez Avance, de Morelos Ambigua XVI  Mérida 250880
Erwin Mercado Diario de Tabasco A favor XVI Meérida 250680
Abelardo A. Leal Kl Norte Ambigua XIX Monterrey 210780
Daniel Ramos Nava El 8ol, de Durango Ambigua XI1X Monterrey 210780
Gerardo Herndndez Gonzalez  Noticias de Monterrey En contra XX Monterrey 210780
Miguel Garcia Castilla El Moiana, de Matamoros A favor XIX Monterrey 210780
Miguel Suarez Orozco El Mezxicano, de B.C. A favor X1V Hermo. 100680

Total:
29 ponentes

A favor 38%

En contra 31%

Ambigua 31%




Grupo
y sector Ponentes

Institucion Posicién Aud. Lugar Fecha

Sector Héctor Ramirez Cuéllar PPS A favor I1T DF. 060380
partidos Carlos Ferra Martinez PRT A favor X1 D.F. 150580
politicos Pedro Gonzalez Azcuaga PARM A favor XIII D.F. 290580
Claudio Dabdaub PAN En contra XIV  Hermo. 100680

Esteban Rojas Saldivar PPS A favor X1V Hermo. 100680

Mercades Maciel PST A favor XV D.F. 190680

Carles Castillo Peraza PAN Ambigua XV D.F. 190680

Gerardo Medina Valdés PAN A favor XVIII D.F. 160780

Fernando Canales Clariono PAN A favor XX Monterrey 210780

Pablo Gémez PCM A favor XX D.F. 060880

Total:
10 ponentes,
6 partidos A favor 80%

En contra 109

Ambigua 109%




Grupo

y sector Ponentes Institucion Posicidn Aud. Lugar Fecha
Sector Guillermo Morales Nifiez Asociacion Nacional de la Pu- I D.E. 210280
opinidn blicidad ¥n contra . N
publica Blumarc Corral Rodriguez Asseiacién de Abogados de Ambigua 1 S.L.P. 130380

SL.P. _ ‘
1) Asocia-  Gonzalo Andrade Reyes Asoclacién de Aboegades de A favor v S.L.P. 130380
ciones S.L.P. . _
Martin Torres Ramirez Barra Mexicana de Abogados Kn contra VIII DF. 170480
Felipe Cobidn Rosales Comunicacién Cultural, A.C. En contra IX . Guad 240480
Carlos Pizano y Saucedo Corresponsales de Prensa, Ra- En contra X1iI D.F. 220580
dioy TV -
Fornando Vera Manzanares  Periodistas Revolucionarics En contra XI1I DF. 220580
Unidos del Edc. de Méx.
Guillermo Cano Asociacién de Periodistas de En contra X1V Hemo. 100680
Sinaloa
Carlos Morgan Asociacién de Prensa y Radio En contra XIV ~ Hemo. 100680
de B.CS. _ i - _
Mario Uvence Rojas Asociacién de Economistas Ambigua XVI  Mérida 250680
Chiapanecos , -
Fatima Fernandez Christlieb Asociacién Mex. de Investiga- A favor XVII D.F. 030780
dores de Comunicacion, A.C.
Victor M. Cérdenas Unidad de Izq. Comunista A favor XVIT D.F. 160780
Jorge Villegas Nufiez Organizacién Estrellas de Oro En contra XIX  Monterrey 210780
de Monterrey
Jesis CantQ Escalante Agencia Teleinformativa A favor XIX  Monterrey 210780
Total: 14 A favor 29%

En contra 57%

Ambigua 14%




Grupo

y sector Ponentes Institucién Posicién Aud. Lugar Fecha
Sector Rogelio Pérez Martinez Colegio de Profesionales y Ambigua III D.F. 060380
opinién Técnicos en Estudios Eco-
publica némicos, Politicos y Socia-

les
2) Ir}stitu- Guadalupe Ramirez Alvarez Universidad Auténoma de Que- Ambigua v S.L.P. 130380
ciones rétaro

educativas Agustin Olvera Monsivais Universidad Auténoma de San Ambigua v S.L.P. 130380

¥y univer- Luis Potosi

sidades Roberto Leyva Torres Universidad Auténoma de San A favor v S.L.P. 130380

Luis Potosi

Carlos Monsivais Instituto Nacional de Antropo- Arnbigua VI D.F. 270380
logia e Historia

Alonso Sordo Noriega Instituto Mexicano de Comu- A favor VIi D.F. 100480
nicacién

Enrique Basurto Jaramillo UNAM A favor \% D.F. 200380

José de Villa Gutiérrez UNAM A favor VIII D.F. 170480

Carlos Ibarra Pomar Colegio de Abogados de Jalisco A favor IX Guad. 240480

Universidad Auténoma de Co- Ambigua X Guad. 240480

lima

Octavio Campa Bonilla Universidad Auténoma de Na- A favor X Guad. 240480
yarit

José Mora Luna Universidad Auténoma de A favor X Guad. 240480
Guadalajara

Edmundo Mendoza Castafieda Universidad Auténoma de Hi- En contra X Jalapa 070580
dalgo

Gabriel Escobar Ezeta Universidad Auténoma del Es- A favor X Jalapa 070580
tado de México

Ignacio Oropeza Universidad Veracruzana A favor X Jalapa 070580

Rafael Romero Figueroa A favor X Jalapa 070580

Universidad Auténoma de

Puebla Ambigua X Jalapa 070580

Luis Peha Universidad de Tlaxcala En contra X Jalapa 070580




Grupo

Y sector Ponentes Institucién Posicién Aud. Lugar Fecha
Sector José Castelazo de los Angeles Instituto Politico de Adminis- En contra XII D.F, 220580
opinidn tradores Publicos
piblica Xavier Gamboa Villafranca Instituto Politécnico Nacional Ambigua XITT1 D.F. 060380

Antonio Dulhmeau UNAM Ambigua 1 D.F. 210280
2) Institu- Radl Lomeli Rodriguez Colegio Nacional de Comuni- Ambigua XV D.F. 190680
cicnes cacién )

educativas Rubén Vasconcelos Beltran Universidad Auténoma de Oa- Ambigua XVI Meérida 250680

y univer- xaca .

sidades Alfonse Cervera Martinez Universidad Auténoma de Mo- A favor XVI Meérida 250680

relos
Guillermo Michel Consejo Nacional para la En- A favor XVII DF. 030780
sefilanza e Investigacién de
las Ciencias de la- Comuni-
cacién
Reberto A. Gordillo Colegio Nacional de Bibliote- A favor XVIII D.F. 160780
carios
Alfredo Pificira Universidad Auténoma de A favor X1xX Monterrey 210780
Nuevo Leén
Agustin Basave Universidad Regiomontana A favor XX Monterrey 210780
Mariano Raymundo Gallegos Facultad Libre de Derecho de A favor XIX Monterrey 210780
Monterrey
Javier Livas Cantu Instituto Tecnolégico de Mon- En contra XIX  Monterrey 210780
terrey
Guillermo Sanchez Garay Univesidad Regiomontana En contra XIX Monterrey 210780
Carlos Ortiz Tejeda CONACYT A favor XVII D.F. 030780
Ignacio Burgoa Orihuela UNAM En contra XX DF. 060880
Total:

32 ponentes,
18 universi-
dades

A favor 52%

En contra 15%

Ambigua 30%




Grupo

y sector Ponentes Institucién Posicién Aud. Lugar Fecha
Sector Felipe Céardenas Diaz Sindicato de Trabajadores de A favor v S.L.P. 130380
opinion la Radiodifusiéon y Televi-
publica sién de S.L.P.

Dionisio Periafiez César Liga de Comunidades Agra- A favor X Jalapa 070580
35 Sindi- rias y Sindicatos Campesi-
catos nos de Tlaxcala
Felipe Jiménez Guichard Sindicato Nacional de Traba- A favor XVI1 Mérida 250680
jadores de Radiodifusion y
Television
Armando Thomae Cerna Federacion de Trabajadores A favor
de Nuevo Leén
Rigoberto Lépez Quesada Sindicato Nacional de Redac- Ambigua XX D.F. 060880
Total: tores de la Prensa
5 ponentes .
4 sindicatos A favor 80% En contra 09 Ambigua 20%
Sector Elias Barragan Presidente del Congreso de A favor v SL.P. 130380
guberia- S.L.P.
mental Rubén Gallegos Vizcarro Tribunal Superior de Justicia A favor X Jalapa 070580
de Veracruz
Mario Raymundo Navarro Secretaria de Hacienda y Cré- A favor X1 DF. 150580
dito Publico .
Luis Antonio Bojérquez Dip. del PRI en Sonora A favor X1V Hermo. 100680
Pedro Luis Bartilotto Informacién y Relaciones Pi- A favor XVI  Mérida 250680
blicas de Tabasco
Carlos Gamez Fimbres PRI A favor X1V Hermo. 100680
Victor M. Aleantara Sria. Particular de Informa- A favor X1V Hermo. 100680
cién y Relaciones Publicas
de B.C.
José Trinidad Lanz Representante del Goberna- Ambigua
dor de Campeche
Bernardo Cobos Diaz CIM A favor XX D.F. 060880
Gustavo Esteva Secretaria de Programacién y A favor XV D.F. 190680
) Presupuesto
Total:
10 ponencias A favor 90% En contra 0% Ambigua 10%
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nicacién masiva. Otro sector aceptd condicionadamente la reglamentacién
siempre y cuando no se atente contra los concesionarios. Una minoria
voté a favor con argumentos diversos; por ejemplo, el respeto a la plu-
ralidad de ideas.

La prensa nacional se expresé en su mayoria en forma ambigua o con-
dicionada respecto a la reglamentacién; argumento preponderante fue
que la legislacién es conveniente siempre y cuando no se menoscabe la
libertad de expresién. Se manifesté escepticismo sobre la democratiza-
cién de los medios de comunicacién. Hubo constantes pronunciamientos
por el respeto a la libertad de expresién y por el establecimiento de un
codigo de ética, asi como un colegio nacional de periodistas.

La prensa regional se pronuncid, por leve mayoria de 38%, por la re-
glamentacién. Los argumentos centrales fueron en el sentido de conside-
rar a la legislacién como una forma de garantizar la transmisién de la
verdad sin limitaciones, asi como que se controle el acaparamiento de no-
ticias por parte de la prensa del Distrito Federal. Se considerd al derecho
a la informacién como un complemento social a la libertad individual de
expresion.

Partidos politicos

Seis partidos politicos de oposicién presentaron ponencias, siendo
el 809% de éstas a favor de la reglamentacién. El argumento principal era
eliminar los monopolios privados en los medios informativos y el retiro
de las concesiones a particulares. Se dijo que el derecho a la informacién
deberia ser una prolongacién de la reforma politica para que los distin-
tos grupos sociales, y no sélo los partidos politicos, tengan acceso a los
medios. Se insistié en que el Estado informe sobre sus politicas y garan-
tice que los medios se adectien a las necesidades sociales, pero sin llegar
al control de la informacién. Sélo el PAN se pronuncié una vez en contra
y otra ambiguamente. Se propuso no una reglamentacién, sino la actua-
lizacién de las leyes existentes, asi como una transformacién en la corre-
lacién de fuerzas para que el cambio sea efectivo.

Opinién piblica

Este sector, en su conjunto, compuesto por asociaciones, institutos, ins-
tituciones educativas y universidades, se manifesté con un 50% a favor,
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26% ambiguo y 24% en contra de la reglamentacién. Las ponencias fueron
expuestas por representantes de cuatro sindicatos, tres de los cuales co-
rresponden al medio informativo, 14 asociaciones, siete universidades y
nueve institutos.

Los sindicatos se manifestaron a favor de la reglamentacién con el
argumento central de tener acceso a la informacién, asi como capacidad
de informar. Al igual que los partidos politicos, consideraron el derecho
a la informacién como una prolongacién de la reforma politica y plan-
tearon criterios para su reglamentacién; el Sindicato Nacional de Re-
dactores de Prensa sostuvo que mientras no se supere el monopolio in-
formativo, todo reglamento seria inoperante.

En su mayoria, las asociaciones se manifestaron en contra, argumen-
tando el peligro que representa el control sobre la informacién; se ma-
nifestaron conformes con una actualizacién de las leyes existentes sin
llegar a la reglamentacién. Las opiniones a favor fueron heterogéneas.
Hubo quien se mostré radical, como la Unidad de Izquierda Comunista
y la Asociacién Mexicana de Investigadores de Comunicacién, quienes
propusieron, cada quien por su lado, la estatizacién o nacionalizacién de
los medios de comunicacién. Se propuso afirmar la libertad de expresién.

Las universidades e instituciones educativas mostraron una gran va-
riedad de opiniones en las que fue dificil establecer una linea de conti-
nuidad. Las posiciones ambiguas buscaron esclarecer el concepto de dere-
cho a la informacién y una definicién del papel del Estado. En contra,
se argumenté que bastaba con la actualizacién de las leyes existentes.
A favor, se concibié al derecho a la informacién como una reivindicacién
social.

La UNAM comparecié tres veces apoyando la reglamentacién como
posibilidad de lograr los medios y dotar al pais de una nueva garantia
social cuyo titular sea la sociedad. Se manifesté contra el monopolio pri-
vado de los medios y porque el Estado ponga a disposicién de los parti-
culares la informacién. La Universidad Regiomontana se manifesté en
contra, argumentando que la reglamentacién coartaria la libertad de ex-
presién. En el mismo sentido se manifesté la Universidad de Hidalgo, ar-
gumentando que de este modo se estableceria un control estatal de la
informacidn.



